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3 Consentimiento, términos y  
condiciones, plataformas, 
inteligencia artificial y prueba 
electrónica establecen novedosos 
retos jurídicos.  

3 Las juezas Ángela María Vinti y 
Silvana Alejandra Castagno  
anticipan las claves de una  
capacitación de Comercio y 
Justicia.  
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El tribunal actuante destacó que 
esas obligaciones vencen cuando 
el tenedor reclama su pago y  
genera intereses moratorios desde 
su presentación al cobro. 
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Buena para Llaryora pero  
con pinta de “espejismo”:  
envíos automáticos a Córdoba 
subirán 7,2% real en 2027

3 La reforma del Código  
Arancelario de Córdoba  
incorporó nuevas reglas para 
determinar, preservar y cobrar 
los honorarios profesionales.  

3 Maximiliano Calderón,  
especialista en el tema, destaca 
que “el conocimiento más  
acabado de la ley constituye 
una herramienta para poder 
ejercer mejor ese derecho”.  

Honorarios: qué 
debe saber un 
abogado para  
no perder valor  
ni herramientas 
de cobro
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nuevos escenarios,  
viejas reglas y desafíos 
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3 El incremento a valores constantes revertiría así la evolución de los  
últimos dos años, prácticamente sin variantes respecto a la inflación.  

3 De todas formas, el cálculo informado por Politikon Chaco a partir  
de datos del proyecto enviado al Congreso se apoya en un índice de 
precios de 21,1%, incluido como parte de los ejes macroeconómicos  
para elaborar la pauta.  

3 Si, como ocurre cada año, esos números básicos no se cumplen  
-por ejemplo, si la inflación es mayor- la ecuación cambiará  
y hasta los envíos podrían volver a terreno negativo. 

3 Por lo demás, la mejora que supone la Nación se apoya en un aumento 
de la recaudación de IVA y Ganancias.  

 

 

Milei delinea su estrategia ante la ONU:  
nuevo reclamo por Malvinas y gestión  
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Segundo encuentro internacional 
de especialistas que debatieron 
cómo producir de manera más 
eficiente, agregar valor,  
preservar el ambiente y fortalecer 
los modelos asociativos. 

Llega una nueva  
misión del FMI a revisar 
el cumplimiento  
de metas 2A

EPEC licita inversión 
récord de US$130  
millones para sumar 
generación en la mayor 
usina de la provincia 3A

Cumbre de Agricultura 
Sostenible en Misiones: 
valor agregado, ambiente 
y cooperativismo 
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Confirma el potencial productivo 
de la provincia, cuando las  
condiciones climáticas acompañan, 
y pone de relieve la necesidad  
de seguir avanzando  
en infraestructura logística. 

Córdoba cierra una  
súper cosecha:  
más de 47 millones  
de toneladas

3 Viajará hoy a Nueva York para participar 
de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas 

3 En ese contexto, define los detalles del 
discurso ante los máximos líderes 
mundiales.  

3 El eje pasará, entre otros puntos,  
por profundizar el planteo sobre  
la soberanía de las islas. 

3 Mientras tanto, Cancillería negocia un  
encuentro entre el Presidente y su par  
republicano. 
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E
l presidente Javier Milei ulti-
ma los detalles para su parti-
cipación en una nueva 

Asamblea General de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas 
(ONU) en Nueva York, evento en 
el que buscará profundizar el re-
clamo argentino por la soberanía 
de las Islas Malvinas. 

En paralelo, el Gobierno trabaja 
en lograr una reunión bilateral en-
tre Milei y su par de Estados Uni-
dos, Donald Trump. 

El viaje está previsto para hoy a 
la noche. Previamente, por la ma-
ñana, el mandatario encabezará 
una nueva reunión de Gabinete en 
la Casa Rosada para conversar con 
sus ministros los ejes de la gestión 
durante la semana, en la que Die-
go Santilli asumirá el rol principal. 

El líder libertario y su comitiva 
partirán a las 23 de Aeroparque 
para llegar a la ciudad de Nueva 
York el martes a las 09.30 (hora ar-
gentina, 8.30 hora local). 

Por la tarde de ese mismo día, el 
Presidente disertará en la institu-
ción educativa “Yeshiva Darchei 
Torah" y recibirá el premio “Ohev 
Yisrael” de las autoridades del lugar. 

Posteriormente, tendrá dos en-
cuentros: primero con Roberto Sa-
linas, el titular de Mexico Business 
Forum y director de Atlas Network 
en América Latina, y después con 
el economista estadounidense Xa-
vier Sala i Martín. 

El miércoles, en tanto, la agenda 
comenzará con la participación de 
Milei en el Debate General de la 
81ª Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, el evento principal 
de todo el viaje. 

Hasta el cierre de esta semana, el 
mandatario todavía estaba traba-
jando en el discurso que pronun-
ciará ante el organismo interna-
cional y no tenía definidos los 
principales conceptos que iba a 
abordar, aunque como en las an-
teriores oportunidades, se espera 
que mezcle el conflicto con el Rei-
no Unido con pasajes sobre la eco-
nomía y la geopolítica. 

El año pasado, el líder libertario 
cuestionó el funcionamiento de la 
propia ONU y planteó que se ha-
bía alejado de su mandato origi-
nal, al argumentar que la institu-
ción debía volver a concentrarse 
en “preservar la paz y la seguri-
dad” a escala global, por lo que 
propuso la simplificación de nor-
mas, la evaluación de resultados y 
la protección de las libertades in-
dividuales y comerciales. 

En el tramo dedicado a la polí-
tica exterior argentina, Milei rei-
teró el reclamo de soberanía so-
bre las Malvinas, Georgias del Sur 
y Sándwich del Sur, a las que defi-
nió como territorios “ilegalmente 
ocupados” por Gran Bretaña, y 
volvió a pedir la reanudación de 
las negociaciones bilaterales. 

El contexto, sin embargo, cam-
bió radicalmente. Hace tan solo 
unos días, el Poder Ejecutivo en-
vió al Congreso el proyecto de Ley 
de Defensa de la Soberanía Nacio-
nal, que establece un endureci-
miento de las sanciones para las 
empresas que exploten recursos 
naturales en el archipiélago. 

La iniciativa, además, plantea 
crear un Consejo de Seguridad 
Nacional, que será presidido por 
el jefe de Estado e integrará a 
funcionarios de las áreas de De-
fensa, Economía, Cancillería e 
inteligencia, con facultades para 
coordinar políticas y adoptar 
medidas ante amenazas exter-
nas, que incluso pueden llegar al 
uso de la fuerza en casos específi-
cos y extremos. 

En la Casa Rosada no habían ter-
minado de definir los ejes del 
mensaje, aunque se espera que 
Malvinas ocupe un lugar relevan-
te, como lo viene haciendo en ca-
da uno de los comunicados oficia-
les durante estas semanas. 

La redacción del discurso quedó 
en manos del asesor presidencial 
Santiago Caputo, que en los últi-
mos días participó de las conver-
saciones internas sobre la estrate-

gia que la Argentina adoptará fren-
te al Reino Unido. 

Milei viajará acompañado por la 
secretaria General de la Presiden-
cia, Karina Milei, el ministro de 
Economía, Luis Caputo, y el canci-
ller Pablo Quirno, quien tiene a su 
cargo las gestiones internaciona-
les con Inglaterra y el contacto con 
las autoridades estadounidenses. 

Luego de la ONU, el Presidente 
asistirá a la conferencia “Western 
Values, Economic Freedom & 
Strategic Security”, organizada por 
la Fundación Federalismo y Liber-
tad, con el acompañamiento insti-
tucional del International Repu-
blican Institute (IRI). 

A las 18 de Argentina, tendrá una 
reunión con entre 12 y 15 impor-
tantes empresarios de distintos 
países, todos socios de Americas 
Society/Consejo de las Américas. 
Estará, de hecho, la máxima auto-
ridad de ese organismo, Susan Se-
gal, que tiene buena relación con 
el mandatario nacional. 

Una hora y media más tarde Mi-
lei conversará con el Rabino Simón 
Jacobson, uno de los referentes del 
movimiento Jabad Lubavitch y que 
en el 2023 lo hizo llorar cuando, 
antes de asumir, le aseguró “que él 
podía ayudar a cambiar el mundo“ 
y que era “un líder espiritual”. 

El jueves, en tanto, el jefe de Es-
tado hablará en The Economic 
Club of New York, uno de los cen-
tros más prestigiosos en estudio 
de las cuestiones económicas, po-
líticas y sociales. 

A las 21 abordará el avión oficial 

que lo traerá de regreso a Buenos 
Aires, en donde tiene previsto ate-
rrizar el viernes a las 8.30. 

El viaje se da, además, en un 
contexto de fortalecimiento mili-
tar por parte de la Casa Rosada, 
que recientemente también dis-
puso el aumento de recursos para 
Defensa, anunció la construcción 
de una base naval integrada en Us-
huaia y avanzó con denuncias 
contra compañías vinculadas a la 
explotación de hidrocarburos en 
el área en disputa. 

Aunque todavía no está confir-
mado en la agenda, también apa-
rece la posible reunión con 
Trump. La Cancillería trabaja con 
el protocolo de la Casa Blanca y el 
Departamento de Estado para in-
tentar coordinar un encuentro for-
mal entre ambos mandatarios, 
que podría realizarse el martes. 

Un día después, el Presidente 
tiene previsto asistir a un evento 
organizado por la Fundación Fe-
deralismo y Libertad (FyL), con se-
de en Tucumán, y el IRI, de Was-
hington y que tuvo a Marco Rubio 
en su board. 

En uno de los auditorios de las 
oficinas centrales del Citibank, el 
argentino hablará ante empresa-
rios de diferentes sectores y algu-
nos funcionarios norteamericanos 
que también se espera que asistan. 

En tanto, Milei coincidirá con 
Trump en el cóctel protocolar que 
la administración republicana or-
ganizó para los jefes de Estado que 
asistan a la Asamblea General. Sin 
embargo, la intención argentina es 

conseguir una audiencia aparte 
para abordar la cuestión Malvinas 
y conocer con mayor precisión la 
posición de Washington. 

El presidente estadounidense 
declaró recientemente que está 
dispuesto a revisar la postura his-
tórica de su país sobre la disputa y 
se mostró abierto a involucrarse 
ante un eventual conflicto. De to-
dos modos, una mediación formal 
requeriría que el Reino Unido 
acepte una instancia de diálogo 
con la Argentina, una posibilidad 
que aparece lejana. 

La Casa Rosada considera que el 
vínculo político entre Milei y 
Trump puede ser útil para fortale-
cer el reclamo, aunque también 
reconoce que la administración 
norteamericana deberá contem-
plar su relación estratégica con 
Londres. El discurso ante la ONU y 
la eventual reunión bilateral per-
mitirán medir hasta dónde está 
dispuesto a llegar el respaldo de 
los Estados Unidos. 

 
A París con gobernadores;  
sin Llaryora 
Después de su paso por Nueva 
York, Milei tiene previsto viajar a 
París para participar de la Argenti-
na Week, que se desarrollará entre 
el 30 de septiembre y el 2 de octu-
bre. El Presidente estará acompa-
ñado por 12 gobernadores, en una 
comitiva que busca mostrar res-
paldo político al Gobierno frente a 
empresarios y potenciales inver-
sores europeos. 

Entre los mandatarios que inte-
grarían la delegación se encuen-
tran Carlos Sadir (Jujuy), Alfredo 
Cornejo (Mendoza), Juan Pablo 
Valdés (Corrientes), Marcelo Orre-
go (San Juan), Raúl Jalil (Catamar-
ca), Gustavo Sáenz (Salta), Alberto 
Weretilneck (Río Negro), Ignacio 
Torres (Chubut), Rolando Figue-
roa (Neuquén), Rogelio Frigerio 
(Entre Ríos) y Leandro Zdero 
(Chaco). Jorge Macri, jefe de Go-
bierno porteño, también fue men-
cionado como parte de la comiti-
va, aunque desde la Ciudad toda-
vía no habían confirmado oficial-
mente su participación. 

No todos los gobernadores cer-
canos al Gobierno participarán de 
la gira. Osvaldo Jaldo, de Tucu-
mán, no viajará; Martín Llaryora, 
de Córdoba, enviará una delega-
ción y Maximiliano Pullaro, de 
Santa Fe, manifestó que no parti-
ciparía, aunque desde el oficialis-
mo todavía intentaban sumarlo. 

Llega una nueva misión del FMI a revisar el cumplimiento de metas
Una misión del Fondo Monetario 
Internacional (FMI) llegará este 
lunes al país para iniciar la terce-
ra revisión del acuerdo de Facili-
dades Extendidas (EFF) vigente 
con el Gobierno. La evaluación 
tendrá entre sus principales ejes 
el cumplimiento de las metas fis-
cales y la evolución de las reser-
vas internacionales. 

Durante su estadía, los técnicos 
del organismo mantendrán reu-
niones de alto nivel con funcio-
narios del Ministerio de Econo-

mía y del Banco Central de la Re-
pública Argentina (BCRA). El foco 
estará puesto en auditar el cum-
plimiento de las metas corres-
pondientes al último trimestre, 
con especial atención en el frente 
fiscal y en el nivel de reservas. 

Cabe resaltar que el Ministerio 
de Economía informó que el su-
perávit primario previsto para 
2026 será de 1,3% del PBI, por un 
total de $15,5 billones, lo que im-
plica que, aunque sea por poco, 
no podrá cumplir con la meta 

acordada con el organismo. 
El programa establece un ob-

jetivo obligatorio de 1,4% del 
PBI, equivalente a $16,2 billo-
nes. El desvío sería de unos 
$700.000 millones. 

Tanto en la primera como en la 
segunda revisión del acuerdo, 
Buenos Aires cumplió las metas 
fiscales, pero no la de acumula-
ción de reservas por parte del Ban-
co Central. Ahora, el caso es inver-
so: el BCRA compró US$10.000 
millones comprometidos. 

Viajará hoy a Nueva York para participar de la Asamblea General de  
las Naciones Unidas. En ese contexto, define los detalles del discurso  
ante los máximos líderes mundiales. El eje pasará, entre otros puntos,  
por profundizar el planteo sobre la soberanía de Malvinas.  
Mientras, Cancillería negocia un encuentro entre el Presidente argentino 
y su par republicano

Milei delinea su estrategia  
ante la ONU: nuevo reclamo 
por Malvinas y gestión  
para bilateral con Trump
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L
os giros automáticos de la Na-
ción a la provincia de Córdoba 
para el año próximo tendrán un 

fuerte incremento a valores cons-
tantes, según estima el proyecto que 
envió el Gobierno al Congreso. 

Concretamente, según un infor-
me de Politikon Chaco a partir del 
texto de la iniciativa que ingresó a 
Diputados, Córdoba recibirá fondos 
7,2% mayores en términos reales a 
los que se estima terminen ingre-
sando este año. 

Sin embargo, hay un dato clave. 
Ese aumento que por cierto de veri-
ficarse será una muy buena noticia 
para la gestión de Martín Llaryora, 
puede ser sólo un espejismo. Es que 
el cálculo se apoya en la estimación 
de inflación para 2027 que, según el 
proyecto, será de 21,1%. 

El tema es que, como práctica-
mente todos los años, las proyec-
ciones macro en las que se susten-
ta el proyecto, nunca terminan 
por cumplirse. 

Sin ir más lejos, para este año, el 
Presupuesto estimó una inflación 
de 10,1% que, de más está decir, ya 
quedó totalmente obsoleta. En las 
últimas horas, el Gobierno actualizó 
sus proyecciones para este año y es-
timó que el índice de precios será fi-
nalmente de 29%. 

Conclusión, salvo que se cumpla 
el dato de inflación que incluye el 
proyecto para 2027, cualquier au-
mento extra implicará que los enví-
os automáticos podrían hasta inclu-
so volver a terreno negativo. 
Huelga decirlo pero, tal como lo se-
ñaló Comercio y Justicia días atrás, 
Llaryora buscará “no tropezar con la 
misma piedra”, esto es confiar en los 
ejes macro fijados por Milei para el 
Presupuesto de este año que lo lle-
varon a anunciar una baja de im-
puestos, confiado en un crecimien-
to de la economía de seis por ciento 
y una inflación en torno a un dígito. 

Ninguna de esas proyecciones 
terminará por cumplirse. 

 
Datos nacionales 
Mientras, de acuerdo con los datos 
del proyecto, las transferencias auto-

máticas a provincias y CABA alcan-
zarían $104.031.500 millones en 
2027, una cifra equivalente a 7,3% del 
PIB. Estos recursos presentarían un 
alza real, comparando con una infla-
ción proyectada en ese texto, de 7,5% 
respecto a 2026, año donde las trans-
ferencias automáticas, según lo pro-
yectado, totalizarían $79.877.878 mi-
llones (creciendo 0,3% real respecto 
a 2025). El aumento esperado se apo-
ya en una proyección de mejora de la 
recaudación tributaria nacional, con 
especial impacto en tributos de fuer-

te participación en la coparticipa-
ción como el IVA y Ganancias, y 
otros de importante impacto en el 
esquema de leyes y regímenes espe-
ciales como el impuesto a los com-
bustibles y el monotributo.   

En este marco, durante 2027 las 
proyecciones muestran que las pro-
vincias de Tierra del Fuego, Neu-
quén, Chubut, Río Negro, Buenos 
Aires, Santa Cruz y San Luis mostra-
rían las mayores alzas (mayores 
8,0%), al tiempo que Salta presenta-
ría la suba más leve con +5,6%.   A su 

vez, si bien el consolidado de trans-
ferencias se ubicaría levemente por 
debajo del 2023 (-0,2%) no todos los 
distritos alcanzarían ese resultado: 
un lote de ocho provincias mostra-
ría una mejor dinámica y tendrían 
en 2027 un nivel superior en mone-
da constante, al tiempo que otras 
dieciséis aun mostrarían bajas.  

 
Giros no automáticos 
En paralelo, el proyecto detalla que 
las transferencias no automáticas a 
provincias y municipios estimada 

para el año próximo serían del orden 
de $2.588.186 millones. De ese total, 
94% corresponde a transferencias 
corrientes y 6% a transferencias de 
capital. En términos del PIB, partici-
parían del 0,2% del producto, igual 
nivel que el cierre esperado para 
2026. En ese marco, se espera que las 
transferencias no automáticas tota-
les del 2027 presenten una variación 
negativa de 1,8% real contra el cierre 
estimado para 2026; aunque con un 
desempeño muy desigual según el 
carácter económico de las transfe-
rencias: las corrientes bajarían 0,4%, 
mientras que las de capital lo harían 
en -20,0%. Este descenso se daría en 
el marco de un 2026 que también 
cerraría con una caída, de acuerdo 
con las estimaciones del proyecto. 
La merma llegaría al -34,3% de las 
transferencias no automáticas tota-
les respecto al 2025 (-34,7% las co-
rrientes y -28,6% las de capital).  Con 
ello, en consideración, los envíos del 
2027 serían más bajos, en moneda 
constante, que los de 2025 (-35,5%), 
2024 (-21,8%) y 2023 (-81,2%).  

 
ATN 
El crédito presupuestario para los 
Aportes del Tesoro Nacional (ATN) 
para el próximo ejercicio totaliza 
$300.994 millones. Cabe recordar 
que para 2026, el crédito presu-
puestario aprobado para ATN fue 
de $569.426 millones, pero en ma-
yo sufrió un recorte de $320.671 
millones; por ende, el crédito vi-
gente a la fecha es de $248.755 mi-
llones.  Tomando ese dato en con-
sideración, los envíos por ATN en 
2027 se mantendrían estables en 
moneda constante: +0,1% real vs. el 
crédito vigente del 2026 pero, a la 
vez, quedarían 9,3% respecto al 
ejecutado de 2025. En este punto, 
se ve una evidente paradoja: mien-
tras que los envíos por coparticipa-
ción y otros automáticos crecería 
7,5% anual en 2027 y, por ende, la 
composición del Fondo ATN (de 
recaudación automática) lo haría a 
un ritmo similar, la distribución de 
los mismos correría muy por de-
trás, por lo cual se prevé una consi-
derable subejecución del fondo 
ATN, en línea con lo observado en 
los años previos, según el informe 
de Politikon Chaco al que accedió 
Comercio y Justicia. 

Buena para Llaryora pero  
con pinta de “espejismo”:  
envíos automáticos a Córdoba 
subirán 7,2% real en 2027
El incremento a valores constantes revertiría así la evolución de los últimos 
dos años, prácticamente sin variantes respecto a la inflación. De todas formas, 
el cálculo informado por Politikon Chaco a partir de datos del proyecto enviado 
al Congreso se apoya en un índice de precios de 21,1%, incluido como parte de 
los ejes macroeconómicos para elaborar la pauta. Si, como ocurre cada año, 
esos números básicos no se cumplen -por ejemplo, si la inflación es mayor-  
la ecuación cambiará y hasta los envíos podrían volver a terreno negativo.  
Por lo demás, la mejora que supone la Nación se apoya en un aumento de  
la recaudación de IVA y Ganancias

ALFREDO FLURY 

aflury@comercioyjusticia.info

La Empresa Provincial de Ener-
gía de Córdoba (EPEC) prorrogó 
para el 23 de octubre próximo la 
apertura de ofertas para licitar el 
“aumento de disponibilidad de 
potencia y mejora tecnológica del 
complejo hidroeléctrico Río Gran-
de”, obra que exigirá una inver-
sión récord de 237.291.285.000,01 
pesos. 

Traducido a moneda dura, son 
unos 130 millones de dólares. 

La central de generación y bom-
beo requiere una renovación de 
sus sistemas tecnológicos. El pre-
sidente de la EPEC, Claudio Puér-
tolas, recordó que el centro de 
control mantiene equipamiento 
correspondiente a la época de in-
auguración de la planta, a media-

dos de la década de 1980. Tam-
bién será necesario intervenir so-
bre los generadores y realizar tra-
bajos de rebobinado. 

La central tiene la capacidad de 
responder rápidamente ante las 
oscilaciones propias de la genera-
ción solar y eólica. Si una caída re-
pentina de radiación solar reduce 
la producción fotovoltaica, por 
ejemplo, Río Grande puede despa-
char potencia para compensarla. 
Algo similar ocurre frente a varia-
ciones en la generación eólica o 
durante la noche, cuando desapa-
rece la producción solar. 

“Es una central que hoy es muy 
importante para el sistema nacio-
nal, porque tiene mucha potencia y 
poca energía y puede complemen-

tar muy bien las renovables inter-
mitentes”, explicó Puértolas. 

La estrategia financiera se pro-
duce además mientras EPEC bus-
ca mejorar el rendimiento econó-
mico de sus activos de generación. 
Según explicó Puértolas, la empre-
sa comenzó a "contractualizar di-
rectamente algunas centrales con 
distribuidoras", en lugar de colo-
car toda su producción en el mer-
cado, obteniendo así mejores con-
diciones de remuneración. 

La compañía también podría 
utilizar esa capacidad para abaste-
cer a grandes usuarios que necesi-
ten incrementos extraordinarios 
de potencia, una alternativa que 
permitiría mejorar los ingresos 
provenientes de la generación. 

Actualmente, EPEC compra al 
sistema eléctrico nacional aproxi-
madamente 70% de la energía que 
distribuye y genera con instala-
ciones propias el 30% restante. La 

demanda máxima provincial llegó 
a unos 2.522 megavatios, mien-
tras que el consumo anual se ubi-
ca alrededor de los 9.000 gigava-
tios hora. 

EPEC licita inversión récord de US$130 millones para sumar generación en la mayor usina

Prensa CBA

Politikon Chaco
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a segunda Cumbre Interna-
cional de Agricultura Soste-
nible se realizó en Posadas, 

Misiones, los pasados días 17 y 
18. El encuentro reunió a produc-
tores, investigadores, empresas, 
cooperativas, universidades y or-
ganismos públicos de Argentina, 
Brasil, Paraguay y Cuba, con el 
objetivo de debatir cómo produ-
cir de manera más eficiente, 
agregar valor, preservar el am-
biente y fortalecer los modelos 
asociativos. 

Organizada por el Ministerio del 
Agro y la Producción de Misiones y 
Biofábrica Misiones SA, la cumbre 
se desarrolló en el Museo Histórico 
Regional Aníbal Cambas. La agen-
da abordó ejes estratégicos para el 
futuro del agro: agroindustria y 
agregado de valor, biotecnología 
vegetal y bioinsumos, agricultura 
orgánica y mercados de carbono, 
agroecología, sistemas participati-
vos de garantía, cooperativismo, fi-
nanciamiento, sistemas producti-
vos regenerativos, educación am-
biental y transformación digital 
aplicada al campo. 

Uno de los focos centrales fue 
cómo convertir la sostenibilidad 

en una ventaja competitiva. Es-
pecialistas coincidieron en que 
producir cuidando el suelo, el 
agua y la biodiversidad no alcan-
za si no se traduce en mejores 
precios, acceso a mercados dife-
renciados y mayor rentabilidad 
para los productores. En ese 

sentido, se destacó el rol de la 
certificación, la trazabilidad y los 
bioinsumos como herramientas 
para reducir costos y abrir nue-
vas oportunidades comerciales. 

El cooperativismo ocupó un lu-
gar destacado. Experiencias de Mi-
siones y de la región mostraron có-
mo las organizaciones asociativas 
permiten a pequeños y medianos 
productores alcanzar escala, in-
dustrializar materia prima y rete-
ner valor en el territorio. El modelo 
cooperativo aparece como una vía 
concreta para combinar desarrollo 
económico con arraigo rural y 
equidad. 

También se debatió el papel de 
la tecnología. Desde la inteligencia 
artificial y el uso de datos para la 
toma de decisiones hasta la biotec-
nología aplicada a bioinsumos, los 
paneles señalaron que la innova-
ción debe estar al servicio de la 
productividad y de la reducción 
del impacto ambiental. La Biofá-
brica Misiones, con dos décadas 
de experiencia, fue presentada co-
mo un caso de referencia en el des-
arrollo de soluciones biotecnológi-
cas locales. 

Al cierre de las jornadas se pre-
sentó la Declaración de Misiones 
para la Agricultura Sostenible 
2026, un documento que busca 
sintetizar los consensos alcanza-
dos y proyectar líneas de acción 
conjunta entre provincias y países 
de la región. 

Para el sector agroindustrial ar-
gentino, el encuentro reafirma que 
la sostenibilidad ya no es sólo una 
exigencia ambiental, sino una con-
dición para competir en mercados 
cada vez más exigentes. La expe-
riencia misionera, con fuerte peso 
de la agricultura familiar y el coo-
perativismo, ofrece aprendizajes 
aplicables a otras provincias pro-
ductoras, incluida Córdoba, donde 
el desafío de agregar valor y dife-
renciar la producción también es 
prioritario. 
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El dirigente argentino Ariel Guarco, presidente de Cooperar, fue reele-
gido por un tercer mandato consecutivo como presidente de la Alian-
za Cooperativa Internacional (ACI). La designación se concretó el pa-
sado martes 15 durante la Asamblea General Electiva de la entidad, en 
el marco de la Conferencia Global que se desarrolla en Panamá bajo el 
lema “Construyendo puentes: contribuciones cooperativas para un 
mundo pacífico”. 

Guarco se presentó como único candidato y su continuidad refuer-
za el liderazgo del cooperativismo argentino en el plano internacional, 
en un contexto marcado por conflictos, crisis económicas y desafíos 
ambientales. 

La delegación argentina tuvo una de las presencias más numerosas 
en el encuentro y logró una fuerte participación en los órganos regio-
nales de Cooperativas de las Américas. Cristian Horton (Fecootra y 
Cooperar) continuará al frente de Cicopa Américas; Nicolás Jacquet 
fue ratificado en el Comité Regional de Juventud; Gisela Wild asumió 
la presidencia del Comité Regional de Equidad de Género; y Carlos 
Mansilla fue elegido vicepresidente del Comité Regional de Vivienda. 

Además, se sumaron nuevas entidades a las estructuras sectoriales: 
la FACC y el IMFC al Comité de Consumo; ACA y AFA a la Red de Coo-
perativas Agropecuarias. Carlos Heller, del Banco Credicoop, fue ele-
gido vicepresidente de la Asociación Internacional de Bancos Coope-
rativos (ICBA). 

La reelección de Guarco y el despliegue de dirigentes argentinos re-
flejan la capacidad del movimiento cooperativo local de construir or-
ganización desde los territorios y proyectarse a escala global. En sus 
palabras, “dondequiera que haya cooperación, hay una semilla de 
paz, democracia, inclusión y equidad”. 

Las mutuales y cooperativas de 
Argentina están dando un paso 
firme hacia la modernización de 
su gestión financiera. Según el 
tablero estadístico del Instituto 
Nacional de Asociativismo y 
Economía Social (Inaes), existen 
más de 22.000 entidades vigen-
tes en el país, un universo que 
en su momento llegó a repre-
sentar más de 15% del PBI na-
cional. En este contexto, la for-
ma en que administran su dine-
ro se vuelve cada vez más estra-
tégica. 

Estas organizaciones manejan 
flujos de fondos cada vez más 
complejos y necesitan herra-
mientas que les permitan gestio-
nar su liquidez con mayor agili-
dad. La digitalización de cobros y 
pagos, el acceso al financiamien-
to y la disponibilidad inmediata 
de recursos aparecen como ejes 
centrales de esta evolución. 

Una de las transformaciones 
más visibles se da en los medios 
de pago. El e-cheq permite emitir, 
endosar, negociar y depositar 
cheques de manera electrónica, 
reduciendo la operatoria física. 
De acuerdo con el Banco Central, 
durante 2025 los e-cheq represen-
taron 56,7% de la cantidad de 
cheques compensados y 80,4% 
de los montos. 

El financiamiento también se 
consolida como una necesidad 
clave. Acceder a liquidez a través 
de créditos o cesión de carteras 
permite a estas entidades soste-
ner su actividad, cubrir capital de 
trabajo y administrar mejor sus 
flujos de fondos. 

“El verdadero valor de la tecno-
logía en este sector no está en re-
emplazar el modelo solidario, sino 
en potenciarlo. Brindar a mutua-
les y cooperativas herramientas 
como el financiamiento simple o 
medios de cobro integrados es 
clave para que sigan impulsando 
el desarrollo local con mayor esca-
la”, señala Bruno Antonello, ge-
rente de Banca Empresas y Sucur-
sales de Reba, compañía financie-
ra del grupo Transatlántica. 

Centralizar cobros, pagos, fi-
nanciamiento y la administra-
ción de la liquidez en un mismo 
entorno digital facilita una ges-
tión más ordenada y eficiente. En 
organizaciones con fuerte arraigo 
territorial y un modelo basado en 
asociados, estas herramientas 
permiten ganar eficiencia sin 
modificar su lógica solidaria. 

El desafío ya no es solo movili-
zar recursos, sino administrarlos 
con mayor profesionalismo. En 
un contexto de transformación 
digital del sistema financiero, la 
forma en que mutuales y coope-
rativas gestionen su dinero puede 
marcar la diferencia entre operar 
y crecer de manera sustentable. 

Mutuales y cooperativas 
avanzan en la digitalización  
de sus finanzas

Segundo encuentro internacional de especialistas 
que debatieron cómo producir de manera más  
eficiente, agregar valor, preservar el ambiente  
y fortalecer los modelos asociativos

Cumbre de Agricultura Sostenible 
en Misiones: valor agregado,  
ambiente y cooperativismo

Ariel Guarco fue reelecto presidente de 
la Alianza Cooperativa Internacional

GENTILEZA
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Geely enfrentó un nuevo revés en Argentina al quedar fuera, por ter-
cera vez, de una licitación del Gobierno para importar autos electri-
ficados sin aranceles. El cupo remanente de 865 unidades fue asig-
nado solo a Ford Argentina, el Grupo Antelo y Eximar. Como conse-
cuencia, el Geely EX5, único modelo eléctrico que comercializa Au-
tos Sustentables del Sur en el país, seguirá ingresando con 35% de 
arancel aduanero. 

Mientras tanto, en Brasil la situación es opuesta. Geely, que en 
noviembre pasado adquirió 26,4% de Renault Brasil, ya inició la 
producción de su primer vehículo en el Complejo Industrial Ayrton 
Senna. Se trata del EX5 EM-i, versión híbrida enchufable del modelo 
eléctrico que se vende en Argentina. Antes de fin de año también 
arrancará la fabricación del EX2, una SUV más compacta, y se con-
firmó un nuevo modelo de Renault basado en plataforma Geely. 

La planta brasileña fue modernizada para producir desde vehícu-
los a combustión hasta híbridos y eléctricos, bajo la arquitectura GEA 
de Geely. El ejecutivo argentino Ariel Montenegro, al frente de Re-
nault Geely Brasil, calificó el inicio de producción como “un momen-
to histórico” para acelerar el crecimiento de la marca en ese mercado. 

En Argentina, el presidente de Renault, Pablo Sibilla, negó nego-
ciaciones para replicar la asociación en la planta de Santa Isabel 
(Córdoba), especializada en vehículos comerciales. Sin embargo, 
fuentes del sector reportan la presencia de ejecutivos e ingenieros 
de Geely en esa fábrica, lo que mantiene abierta la expectativa sobre 
posibles desarrollos futuros. 

El contraste entre ambos países muestra dos estrategias distintas 
de Geely en el Mercosur: dificultades de acceso en Argentina versus 
integración industrial acelerada en Brasil.

L
a provincia de Córdoba está fi-
nalizando una de las mejores 
campañas agrícolas de su his-

toria. Según las últimas estimacio-
nes de la Bolsa de Cereales de Cór-
doba, la producción total supera-
ría las 47 millones de toneladas, un 
volumen que incluso supera las 
proyecciones del Ministerio de 
Bioagroindustria, que había esti-
mado 42,5 millones. 

El cálculo incluye la campaña es-
tival 2025/26, que aportó 40,9 mi-
llones de toneladas, más el récord 
de trigo de 6,093 millones de tone-
ladas. El maíz fue el gran protago-
nista: alcanzó 26,1 millones de to-
neladas y representó más del 55% 
del total provincial. 

 
Maíz: el motor de la campaña 
La producción de maíz se perfila 
como récord para Córdoba gracias 
a buenos rendimientos y una ma-
yor superficie implantada respecto 
al ciclo anterior.  

Departamentos como Marcos 
Juárez y Unión lideraron los rindes, 
mientras que en zonas del sur los 
resultados fueron más moderados. 

Sin embargo, la cosecha avanzó 
más lenta de lo habitual. En agosto 
apenas se había trillado 67% del área, 
por debajo del ritmo histórico. La ele-
vada humedad ambiental y del grano 
demoró la recolección, especialmen-
te en lotes tardíos y de segunda. Tam-
bién se reportaron daños puntuales 
por vuelco y quebrado de plantas de-
bido a fuertes vientos en Río Segun-
do, Totoral y Río Primero. 

Soja, girasol y otros cultivos 
La soja finalizó con buenos rendi-
mientos, superiores al año pasado 
y al promedio histórico, pero la 
menor superficie implantada hizo 
que la producción total (12,8 mi-
llones de toneladas) quedara por 
debajo del ciclo 2024/25. Los me-
jores resultados se observaron en 
Río Seco, Marcos Juárez y Totoral. 

En girasol, a pesar de rindes algo 
inferiores a la campaña anterior, la 
fuerte expansión del área permitió 
superar la producción del año pa-
sado y ubicarse muy por encima de 
los valores habituales. Maní y sorgo 
también mostraron resultados po-
sitivos: el primero con rendimien-
tos un 17% por encima del prome-
dio histórico, y el segundo con me-
joras interanuales, aunque con 
marcada variabilidad entre zonas. 

En conjunto, la producción de 
los principales granos estivales se 
ubicaría un 21% por encima del ci-

clo anterior, impulsada principal-
mente por el maíz y el girasol. 

 
Impacto económico para Córdoba 
Esta supercosecha tiene un fuerte 
efecto multiplicador en la econo-
mía provincial. Genera mayor mo-
vimiento en el transporte, comer-
cialización y exportación de granos, 
además de mejorar la liquidez de 
productores y empresas del sector. 

Para el empresariado cordobés 
vinculado al agro, el resultado con-
firma el potencial productivo de la 
provincia cuando las condiciones 
climáticas acompañan. Al mismo 
tiempo, pone de relieve la necesi-
dad de seguir avanzando en infraes-
tructura logística para evacuar volú-
menes históricos sin generar cuellos 
de botella en rutas y puertos. 

La campaña 2025/26 deja un ba-
lance positivo y consolida a Córdo-
ba como uno de los principales 
motores del agro argentino. 

Del 14 al 16 de octubre, el Centro 
de Convenciones Córdoba será 
sede de Tecnoalimentaria + En-
vase Alimentek 2026, un evento 
que reunirá a proveedores de tec-
nología, maquinaria, packaging y 
servicios con empresarios y pro-
fesionales de la industria de ali-
mentos y bebidas. 

Organizada por Publitec Edito-
rial, la feria apunta a generar un es-
pacio de vinculación comercial y 
tecnológica orientado a mejorar la 
eficiencia operativa de las empre-
sas que procesan alimentos. La 
propuesta se desarrolla en alianza 
con Envase Alimentek Córdoba, 
que sumará un área específica de-
dicada a envases, packaging y tec-
nologías de acondicionamiento. 

 
Tecnología aplicada 
a la producción 
Uno de los ejes centrales será la 
incorporación de soluciones tec-
nológicas a los distintos eslabo-
nes de la cadena industrial. Esta-
rán representados equipos para 
el procesamiento de granos (con 
fuerte presencia del sector mani-
sero), aceites, carnes, chacina-
dos, lácteos, bebidas, frutas, ver-
duras, panificados y esencias. 

También habrá oferta de ma-
quinaria para llenado, sellado, 
etiquetado, envoltura y armado 
de cajas, además de soluciones 
de automatización, robótica, sis-
temas de inspección, control de 
calidad y pesaje. Completan la 
propuesta empresas de logística, 
almacenamiento, ingredientes y 
servicios especializados. 

La elección de la provincia no 

es casual. Córdoba concentra un 
importante entramado agroin-
dustrial vinculado a lácteos, car-
nes, granos y bebidas, y cuenta 
con buena conectividad e in-
fraestructura. A eso se suma el 
desarrollo local de la economía 
del conocimiento y la biotecno-
logía, lo que convierte a la ciudad 
en un punto estratégico para co-
nectar proveedores y empresas 
de distintas regiones del país. 

El evento incluirá las III Jorna-
das Tecnoalimentarias, con seis 
seminarios gratuitos. Entre los es-
pacios destacados figura el Foro 
de Eficiencia Operacional, orga-
nizado por el MITA junto a Fauba 
y la Universidad de Parma, que 
abordará industria 4.0, enfoque 
Lean y optimización de recursos. 

La agenda también contempla-
rá temas de inteligencia artificial, 
comercio internacional, trazabi-
lidad, inocuidad y reducción de 
pérdidas de alimentos, claves pa-
ra mejorar la competitividad de 
las plantas industriales. 

Tecnoalimentaria está orientada 
a empresarios, emprendedores, 
ingenieros de alimentos, tecnólo-
gos y asesores técnicos. Durante 
tres días, los visitantes podrán re-
correr la exposición, conocer equi-
pamiento y establecer contacto di-
recto con proveedores. El ingreso 
es gratuito con acreditación previa. 

Con esta propuesta, Córdoba 
se posiciona como un centro de 
encuentro para las empresas que 
producen, procesan e innovan en 
la industria alimentaria, consoli-
dando su rol estratégico en el ma-
pa agroindustrial argentino. 

Tecnoalimentaria 2026: la provincia  
se consolida como punto de 
encuentro de la industria alimentaria

Confirma el potencial productivo de la provincia cuando las condiciones  
climáticas acompañan. Al mismo tiempo, pone de relieve la necesidad de seguir 
avanzando en infraestructura logística para evacuar volúmenes históricos sin 
generar cuellos de botella en rutas y puertos

Córdoba cierra una supercosecha récord:  
más de 47 millones de toneladas

Sin cupo en Argentina:  
avanza la integración entre  
Renault y Geely en Brasil
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C
omenzaremos esta nota con 
una situación bastante coti-
diana. Durante meses, una 

familia de un barrio de Córdoba 
tuvo problemas con el vecino de la 
casa de al lado. Primero fueron las 
discusiones por la música.  

Después, los reclamos por la ba-
sura que quedaba en el pasillo co-
mún. Una noche, una de esas dis-
cusiones terminó con un empujón 
y una amenaza.  

Al día siguiente, la familia hizo la 
denuncia. La intervención penal 
permitió reconstruir lo ocurrido e 
identificar a las personas involu-
cradas. Pero, una vez que la de-
nuncia siguió su curso, quedó una 
pregunta que no encontraba una 
respuesta sencilla: ¿qué iba a pasar 
con esas personas, que seguían vi-
viendo a pocos metros unas de 
otras? La familia quería poder en-
trar y salir de su casa sin volver a 
encontrarse con el vecino.  

Él, por su parte, sostenía que 
también había sido provocado y 
que nadie había escuchado su ver-
sión. Los reclamos continuaban y 
cada nuevo episodio parecía de-
volverlos al punto de partida. La 
respuesta penal podía establecer 
qué había ocurrido y qué conse-
cuencia correspondía, pero no ne-
cesariamente ofrecía una salida 
para una convivencia que seguía 
siendo inevitable. 

Son estas situaciones en las que 
la justicia restaurativa puede en-
contrar un lugar. Su pregunta no se 
limita a determinar qué norma fue 
infringida sino que busca com-
prender qué ocurrió entre las per-
sonas, qué daños produjo el con-
flicto y, sobre todo, qué condicio-
nes podrían permitirles continuar 
sus vidas de otro modo. 

Hay distintas maneras de acer-
carnos a la idea de justicia. Una 
consiste en reconstruir qué ocu-
rrió, determinar quiénes participa-
ron y establecer qué respuesta co-
rresponde.  

Otra, complementaria, invita a 
mirar sus consecuencias, quiénes 
fueron afectados y qué podemos 
hacer para reparar el daño.  

Desde esta perspectiva se des-
arrolla la justicia restaurativa: un 
enfoque centrado en las personas, 
los daños y las posibilidades de re-
paración. 

Conviene hacer una distinción. 
No toda justicia es restaurativa, pe-
ro tampoco toda práctica restaura-
tiva se desarrolla en la administra-
ción de justicia.  

Existen experiencias restaurati-
vas en escuelas, empresas, organi-
zaciones comunitarias y otros es-
pacios. Lo que caracteriza al enfo-
que es una manera de comprender 
los conflictos y las relaciones hu-
manas. 

La justicia restaurativa tiene una 
tradición teórica propia y antece-
dentes normativos -como la direc-

tiva 2012/29/UE, los lineamientos 
de Naciones Unidas y las reco-
mendaciones del Consejo de Euro-
pa-. Su pregunta es: ¿alcanza con 
determinar que una norma fue in-
fringida y aplicar la sanción corres-
pondiente o también es necesario 
preguntarse qué ocurrió con las 
personas, qué daños produjo el 
hecho y qué puede hacerse para 
repararlos?  

En el debate público, esa pre-
gunta suele quedar desplazada por 
la discusión acerca de la severidad 
de las penas, como si la justicia pu-
diera medirse únicamente por la 
intensidad del castigo. 

No existe una definición única 
de justicia restaurativa. Coexisten 
formulaciones y tradiciones teóri-
cas que ponen el acento en aspec-
tos diferentes. Esa pluralidad per-
mite pensar respuestas en contex-
tos diversos.  

Más allá de las diferencias, es po-
sible reconocer elementos comu-
nes. Proponemos acercarnos a 
ellos a través de cinco desplaza-
mientos en la manera de pensar la 
justicia. 

 
1. Del delito como infracción  
al delito como daño 
El sistema punitivo tradicional or-
ganiza su intervención alrededor 
de la norma: se determina si una 
persona realizó una conducta pro-
hibida por la ley, se establece su 
responsabilidad y, de correspon-
der, se impone una sanción.  

Esa lógica ordena la respuesta 
estatal y establece límites al po-
der punitivo, pero deja en segun-
do plano una pregunta que tam-
bién importa: qué produjo el he-
cho en la vida de las personas in-
volucradas. 

La justicia restaurativa propone 
desplazar el centro de atención ha-
cia las consecuencias del conflicto. 
La pregunta ya no es qué norma 
fue vulnerada sino qué ocurrió, 
quién resultó afectado, qué daño 
se generó y qué necesidades sur-
gieron. La infracción deja de ser el 
único punto de referencia y el da-
ño adquiere un lugar central. 

Este enfoque no supone que to-
da conducta tipificada deba recibir 
una respuesta restaurativa. Su per-
tinencia depende del caso y de las 
posibilidades de intervención.  

Allí donde existe un daño identi-
ficable y una relación susceptible 
de ser recompuesta, esta perspec-
tiva puede ofrecer herramientas 
para abordar las consecuencias del 
hecho. Esto puede ocurrir entre 
vecinos, conocidos o incluso des-
conocidos unidos por un mismo 
conflicto. 

 
2. Del Estado como único  
protagonista a las personas  
afectadas por el conflicto 
El proceso penal desde una pers-
pectiva retribucionista organiza la 
respuesta como una disputa entre 
el Estado y la persona acusada.  

La víctima puede ocupar un lu-

gar relevante pero la arquitectura 
del proceso no siempre está orga-
nizada alrededor de sus necesi-
dades ni de la reparación de lo 
que sufrió. El conflicto que dio 
origen a la intervención estatal 
queda, en cierta medida, despla-
zado por la discusión sobre la 
responsabilidad penal. 

La justicia restaurativa parte de 
una premisa diferente: quienes 
protagonizaron el conflicto tienen 
un lugar insustituible en la com-
prensión de lo ocurrido y en la 
búsqueda de respuestas.  

Esto no significa prescindir del 
Estado ni renunciar a sus garantí-
as. Significa reconocer que existe 
una experiencia humana concreta 
-la de quien produjo el daño y la de 
quien lo padeció- que la respuesta 
institucional debe considerar. Este 
abordaje parte indispensablemen-
te de la voluntariedad de las partes 
para involucrarse en el proceso.  

No obstante, cuando la víctima 
decide no participar, la interven-
ción restaurativa no queda anula-
da: es posible trabajar de manera 
individual con la persona imputada 
en la toma de conciencia, la respon-
sabilización por la conducta daño-
sa desarrollada y la construcción de 
un compromiso de reparación. 

El tercero que interviene como 
facilitador no impone necesaria-
mente una solución predetermi-
nada. Su función es generar condi-
ciones para que las personas ex-
presen su experiencia y necesida-
des, comprendan lo sucedido y, ya 
sea en conjunto o desde el com-
promiso individual, construyan un 
plan de reparación.  

El Estado conserva sus respon-
sabilidades, pero la intervención 
deja de organizarse alrededor de 
su potestad sancionatoria. 

 
3. De la sanción como única  
respuesta a un abanico  
de respuestas posibles 
La justicia restaurativa propone 
comprender el poder punitivo co-
mo una posibilidad dentro de un 
repertorio más amplio de respues-
tas estatales.  

La sanción puede ser necesaria, 
pero no siempre alcanza para abor-
dar sus consecuencias. La rapidez 

puede ser una virtud de gestión, pe-
ro no constituye por sí misma una 
finalidad restaurativa. Un caso no 
se vuelve restaurativo porque ter-
mina antes o evita una sanción. 

La reparación puede asumir for-
mas diversas: material, ante un 
perjuicio económico; una disculpa 
o reconocimiento del daño; el 
compromiso de modificar una 
conducta; o una dimensión sim-
bólica cuando el daño es intangi-
ble. Lo importante es que la res-
puesta se relacione con las conse-
cuencias y necesidades de quien 
resulte afectado -sea una víctima 
directa, indirecta o la propia co-
munidad-, y pueda ser asumida 
por quienes participan. 

Esta amplitud podría resultar 
particularmente útil en conflictos 
vecinales, donde los problemas de 
convivencia podrían prolongarse 
incluso después de una interven-
ción judicial.  

Establecer que alguien produjo 
un daño puede resolver una cues-
tión de responsabilidad, pero dice 
poco sobre cómo abordar lo que 
ese perjuicio desencadenó entre 
las partes o en su entorno social. 
Una respuesta restaurativa podría 
contribuir a que el conflicto en-
cuentre una salida que atienda 
esas consecuencias. 

 
4. De la víctima como  
espectadora del proceso  
a su participación efectiva 
La víctima ocupa, en este paradig-
ma, un lugar central. Su participa-
ción no supone trasladar funcio-
nes del Estado ni convertirla en 
quien decide sobre la responsabili-
dad jurídica de otra persona.  

Supone reconocer que posee 
una experiencia y necesidades 
que el proceso debe considerar 
para abordar el conflicto efectiva-
mente, y no solamente resolverlo 
en el papel. 

Esa participación debe ser vo-
luntaria e informada. Nadie de-
bería ser obligado a intervenir en 
un proceso restaurativo ni a en-
contrarse con quien le produjo 
un daño. Tampoco se puede pre-
suponer que toda víctima desea 
reconciliarse, perdonar o resta-
blecer un vínculo: la restauración 

puede incluir esas posibilidades, 
pero no las exige. 

Por eso, una intervención res-
taurativa adecuada debería partir 
de una pregunta que permita co-
nocer qué necesita la persona afec-
tada para considerar que lo ocurri-
do fue abordado apropiadamente, 
o bien para respetar su decisión de 
no participar, lo que también re-
sulta plenamente válido.  

A veces la respuesta es material; 
otras, una disculpa, un compromi-
so concreto o la certeza de que la 
conducta no volverá a repetirse. 
También puede ser importante ex-
presar lo ocurrido y que su expe-
riencia sea reconocida. 

 
5. De la responsabilidad  
como castigo a la responsabilidad 
como reconocimiento  
y reparación del daño 
El último desplazamiento se pro-
duce entre las categorías de culpa y 
responsabilidad. El modelo puniti-
vo se estructura alrededor de la 
responsabilidad jurídica por un 
hecho pasado: la pregunta central 
es si la persona acusada realizó la 
conducta y qué consecuencia co-
rresponde imponer. 

El paradigma restaurativo no eli-
mina esa responsabilidad, sino que 
la comprende de un modo más 
profundo. Asumir responsabilidad 
no significa únicamente aceptar 
que se infringió una norma y some-
terse a una sanción. Significa reco-
nocer las consecuencias que la pro-
pia conducta produjo sobre otras 
personas y participar, en la medida 
de lo posible, en su reparación.  

Es una responsabilidad que mira 
hacia adelante tanto como hacia 
atrás: no se agota en constatar el 
hecho, sino que se proyecta sobre 
lo que puede hacerse a partir de él. 

El objetivo no es siempre resta-
blecer el vínculo tal como existía. A 
veces no puede o no debe recons-
truirse. En otros casos, como en los 
conflictos de convivencia, será ne-
cesario generar condiciones para 
que las personas puedan conti-
nuar sus vidas sin que el daño siga 
organizando la relación.  

La responsabilidad restaurativa 
se vincula, entonces, con recono-
cer lo ocurrido y producir respues-
tas que permitan abordar sus con-
secuencias. 

 
Una pregunta que se amplía,  
no que se abandona 
La justicia restaurativa propone 
ampliar el significado de hacer jus-
ticia. El derecho penal conserva su 
lugar, pero la respuesta institucio-
nal puede incorporar una dimen-
sión que la lógica sancionatoria 
tiende a dejar de lado: la atención a 
las personas, los daños y las posibi-
lidades de reparación. 

Una de las preguntas más im-
portantes es qué necesita quien 
sufrió las consecuencias de un de-
lito. La respuesta no será siempre 
la misma ni podrá resolverse me-
diante un proceso restaurativo.  

Pero esa pregunta recuerda que 
la justicia también se ocupa de las 
personas sobre cuyas vidas recaen 
los conflictos y las decisiones de la 
justicia. 

¿Qué necesita una víctima de la 
justicia? Sobre esa pregunta volve-
remos en la próxima entrega.

Cinco claves para comprender 
la justicia restaurativa

u Por Lucas Crisafulli,  
Tamara Brunel,  
Yanina Barzola 
 
Integrantes del equipo interinstitucional del Programa 
de Justicia Restaurativa para casos penales de  

personas adultas del Poder Judicial de Córdoba 



L
a contratación digital modifi-
có de manera sustancial la for-
ma en que consumidores y 

proveedores se vinculan. Térmi-
nos y condiciones, plataformas, 
decisiones automatizadas, perfiles 
de usuarios y prueba electrónica 
plantean nuevos interrogantes pa-
ra el derecho contractual y de con-
sumo. 

En este contexto, Comercio y 
Justicia organiza una capacitación 
que estará a cargo de las juezas Án-
gela María Vinti y Silvana Alejan-
dra Castagno, quienes abordarán 
los principales desafíos jurídicos 
que presenta la contratación en 
entornos digitales. 

En diálogo con este medio, las 
magistradas anticiparon algunos 
de los ejes que serán desarrollados 
durante el curso. 

 
-¿Por qué hoy resulta necesario 

repensar las reglas tradicionales 
de los contratos cuando la contra-
tación se realiza en entornos digi-
tales? 

-Ángela M. Vinti: Las reglas tra-
dicionales de los contratos fueron 
construidas sobre la idea de una 
voluntad formada con discerni-
miento, intención y libertad, a par-
tir de información suficiente y 
comprensible. En los entornos di-
gitales, esa premisa debe ser exa-
minada con mayor cuidado. 

El problema no siempre es la fal-
ta de información. Muchas veces 
ocurre lo contrario: el consumidor 
recibe una cantidad excesiva de 
datos, fragmentados, mediante 
textos extensos o recorridos digita-
les que dificultan su comprensión.  

Un clic puede exteriorizar for-
malmente una aceptación, pero 
no demuestra por sí solo que el 
consumidor haya comprendido 
el alcance de lo contratado ni que 
haya decidido con plena libertad. 
Repensar las reglas tradicionales 
no significa abandonarlas, sino 
reformularlas para hacer efecti-
vos, en este nuevo entorno, prin-
cipios ya conocidos: información, 
transparencia, buena fe y libertad 
contractual. 

 
-¿Qué cambió en la relación en-

tre consumidores y empresas con 
la aparición de las plataformas di-
gitales y la contratación automa-
tizada? 

-Silvana A. Castagno: El derecho 
del consumidor busca mitigar la 
asimetría existente entre consumi-
dores y proveedores, principal-
mente en materia de información. 
La interacción en plataformas digi-
tales profundizó esa asimetría. 

El proveedor, directamente o a 
través de la plataforma, puede co-
nocer gustos, intereses y hábitos 
del consumidor a partir de los da-
tos que este aporta en su actividad 
digital. Por eso, debemos analizar 
el rol que asumen las plataformas 
y, eventualmente, la responsabili-
dad que podría atribuírseles. 

La nueva asimetría puede sinte-
tizarse así: la empresa no solo co-
noce el producto que vende, sino 
que también puede conocer cada 
vez más aspectos de la persona 
con quien procura contratar. Allí 
aparecen cuestiones como el con-
sumidor vulnerable, la protección 
frente a prácticas disvaliosas y la 

contratación automatizada, me-
diada por sistemas que el consu-
midor generalmente desconoce. 

 
-Muchas veces aceptamos tér-

minos y condiciones sin leerlos. 
¿Qué problemas jurídicos plantea 
esta práctica y hasta dónde puede 
considerarse válido ese consenti-
miento? 

-Ángela M. Vinti: La falta de lec-
tura de las condiciones contrac-
tuales no determina, por sí sola, la 
invalidez del contrato. Pero tam-
poco el clic en “aceptar” basta para 
considerar que todas las cláusulas 
fueron conocidas, comprendidas y 
libremente consentidas. 

En los contratos digitales es ne-
cesario distinguir la exterioriza-
ción formal de la voluntad de las 
condiciones en las que esa volun-
tad se formó. Debe analizarse si la 
información era accesible, clara y 
comprensible; si las cláusulas fue-
ron presentadas antes de contra-
tar; si existió una posibilidad real 
de conocerlas y si el diseño de la 
interfaz facilitó la decisión o, por el 
contrario, la condicionó. 

Además, la aceptación expresa 
no impide controlar posterior-
mente el contenido del contrato. 
Una cláusula puede resultar abusi-
va y, por lo tanto, ineficaz, aunque 
el consumidor haya pulsado el bo-
tón de aceptación. 

La verdadera pregunta es qué in-
formación recibió el consumidor, 
cómo le fue presentada y en qué 
condiciones adoptó su decisión. 
La validez del clic debe analizarse 
caso por caso. 

 
-Frente a un conflicto por una 

contratación realizada online, 
¿qué pruebas puede aportar un 
consumidor y qué particulari-
dades presenta la prueba elec-
trónica? 

-Silvana A. Castagno: El consu-
midor puede aportar correos de 
confirmación, copias del contrato 
o de los términos recibidos, ofertas 
y publicidades, facturas, compro-
bantes de pago, movimientos ban-
carios, intercambios por correo 
electrónico o chat, constancias de 
reclamos, notificaciones y captu-
ras de pantalla. 

Lo importante es que esos ele-
mentos permitan reconstruir el re-
corrido contractual: qué producto 
o servicio se ofreció, qué informa-
ción se brindó, cuál fue el objeto de 
la aceptación, cómo se ejecutó el 
contrato y qué ocurrió frente al re-
clamo. 

La prueba electrónica presenta 

características particulares: puede 
ser volátil, reproducirse con facili-
dad, ser susceptible de alteración o 
encontrarse distribuida entre dis-
tintos dispositivos y servidores. 
Por eso deben examinarse su ori-
gen, integridad, fecha, contenido y 
contexto, pudiendo resultar nece-
saria información técnica o una 
prueba pericial. 

Existe, además, una marcada 
asimetría probatoria, ya que mu-
chos registros relevantes -como los 
accesos, la trazabilidad de una 
operación, la versión de los térmi-
nos aceptados o el funcionamien-
to del sistema- se encuentran bajo 
control del proveedor. De allí la 
importancia del deber de colabo-
ración y de las cargas probatorias 
dinámicas previstas por la Ley de 
Defensa del Consumidor, en parti-
cular su artículo 53, en concordan-
cia con el artículo 1735 del Código 
Civil y Comercial. 

 
-¿Qué importancia tienen hoy 

las capturas de pantalla, los re-
gistros digitales y otros elemen-
tos electrónicos en un reclamo 
judicial? 

-Ángela M. Vinti: Tienen una 
importancia central porque una 
parte creciente de las relaciones 
de consumo se desarrolla sin do-
cumentación en papel. Descartar 
un correo electrónico o una cap-
tura de pantalla significaría des-
conocer la forma en que actual-
mente se ofrecen, celebran y eje-
cutan muchos contratos. 

Sin embargo, no son pruebas in-
falibles ni tienen un valor automá-
tico. Una captura muestra aquello 
que apareció en una pantalla en 
un momento determinado, pero 
puede ser incompleta, estar fuera 
de contexto o ser susceptible de 
modificación. Los registros digita-
les pueden aportar información 
más amplia, aunque también debe 
examinarse quién los generó, có-
mo fueron conservados y si están 
completos. 

Su eficacia probatoria depende-
rá de las circunstancias de cada ca-
so: su proximidad con los hechos, 
la identificación de su origen y fe-
cha, la conservación del archivo o 

dispositivo original y su concor-
dancia con otros elementos, como 
pagos, correos, conversaciones o 
registros de la empresa. 

Una captura no debe descartar-
se por la sola posibilidad abstracta 
de que haya sido alterada, pero 
tampoco aceptarse sin análisis. Su 
valor surge de una apreciación 
contextual y conjunta con las res-
tantes pruebas. La prueba electró-
nica ya no es una excepción: es la 
prueba ordinaria de una parte ca-
da vez más amplia de nuestra vida 
contractual. 

 
-¿Estamos frente a una trans-

formación de las reglas del dere-
cho del consumidor o simple-
mente ante nuevas formas de 
aplicar principios que ya conoce-
mos? 

-Ángela M. Vinti y Silvana A. 
Castagno: No estamos ante un 
derecho del consumidor comple-
tamente nuevo. Principios como 
la buena fe, la información, la 
transparencia, el trato digno, la li-
bertad de elección y la protección 
de la parte vulnerable continúan 
ofreciendo fundamentos para re-
solver los conflictos en entornos 
digitales. 

Lo que cambia es el contexto 
en el que deben aplicarse y, con 
ello, el contenido concreto de los 
deberes legales. La buena fe tam-
bién debe proyectarse sobre el 
diseño de una interfaz; el deber 
de información no se satisface 
mediante la acumulación de da-
tos incomprensibles; y la libertad 
de elección exige examinar si 
existen mecanismos que orien-
tan o condicionan la decisión del 
consumidor. 

A la vez, esta realidad impone la 
necesidad de contar con regula-
ciones específicas para situaciones 
vinculadas con contrataciones au-
tomatizadas, tratamiento de datos 
o utilización de inteligencia artifi-
cial. Esas normas deberán comple-
mentar y actualizar la lógica pro-
tectoria, antes que sustituirla. 

El desafío consiste en refuncio-
nalizar y adaptar las categorías co-
nocidas para regular los contratos 
en entornos digitales.

Consentimiento, términos y condiciones, plataformas, inteligencia artificial y 
prueba electrónica abren nuevos desafíos jurídicos. Angela María Vinti y Silvana 
Alejandra Castagno anticipan las claves de una capacitación de Comercio y  
Justicia para actualizar la mirada profesional sobre la contratación digital

DOCENTES. Silvana Castagno y Ángela Vinti,  juezas de 1ª Instancia  
en lo Civil y Comercial, estarán a cargo del curso. 

Contratos digitales: nuevos  
escenarios, viejas reglas y desafíos 
para el derecho del consumidor 

n Curso: Contratos electrónicos.  
               El comercio electrónico y la tutela del consumidor 

n Dictan: Silvana Castagno, Ángela Vinti, Juezas de 1° Instancia en lo Civil 
y Comercial de Capital.  

n Fechas: Miércoles 7, 14 y 21 de octubre 

n Horario: 17 a 19 hs.  

n Modalidad: virtual; clases online en vivo por plataforma Zoom.  

n Destinatarios: Abogados, magistrados, funcionarios y empleados de la 
Justicia.   

n Preinscripción e informes: 
https://comercioyjusticia.info/producto/contratos-electronicos-el-co-
mercio-electronico-y-la-tutela-del-consumidor/  

n Descuentos: 50% para suscriptores de Comercio y Justicia y Semanario 
Jurídico. Consultar por otros descuentos.  

n Organiza: Comercio y Justicia.
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L
a reforma del Código Arance-
lario de Córdoba modificó de 
manera significativa las reglas 

vinculadas con la determinación, 
actualización, protección y cobro 
de los honorarios profesionales.  

El abogado Maximiliano Calde-
rón, especialista en la materia, de-
talló a Comercio y Justicia los 
principales cambios y puso el foco 
en las herramientas que la nueva 
normativa brinda a los letrados pa-
ra preservar el valor de su crédito y 
mejorar sus posibilidades de per-
cepción.  

Entre los aspectos centrales, 
destacó el tratamiento de los ho-
norarios como obligación de valor, 
las nuevas alternativas para su ac-
tualización, el régimen de intere-
ses y las distintas herramientas 
procesales disponibles para prote-
ger el crédito profesional, además 
de los criterios que comienzan a 
delinear la jurisprudencia. 

Todos estos contenidos y su 
aplicación práctica serán profun-
dizados en el curso “Honorarios: 
regulación y protección del crédito 
profesional”, organizado por Co-
mercio y Justicia Capacitaciones. 
La capacitación comienza el 13 de 
octubre y estará a cargo de los doc-
tores en derecho y docentes uni-
versitarios Federico Arce y Maxi-
miliano Calderón. Éste brindó un 
anticipo. 

 
- Con la reforma del Código 

Arancelario ¿qué cambió para los 
abogados al momento de deter-
minar y proteger sus honorarios, 
y cuáles son los aspectos que hoy 
requieren mayor atención en la 
práctica profesional? 

- El Código Arancelario se enca-
ró como una reforma integral a la 
ley, intentando resolver tres cues-
tiones.  

Por un lado, actualizar normas 
que habían quedado desajustadas 
en función de últimas reformas le-
gislativas, como la sanción del Có-
digo Civil y Comercial, que en ma-
teria de familia no estaba recepta-

da, o las normas sobre procesos 
orales, tanto en materia civil como 
laboral, que tampoco tenían un re-
flejo en la normativa arancelaria.  

En segundo lugar, tendió a resol-
ver discusiones y problemas técni-
cos que ya se venían marcando en 
relación a la ley anterior, incorpo-
rando diferentes criterios que ha-
bían surgido, sobre todo en la ju-
risprudencia.  

Por último, apuntó a mejorar las 
condiciones de los créditos aran-
celarios, tanto en cuanto a la deter-
minación de créditos que sean ra-
zonables, justos, equitativos, en su 
preservación a lo largo del tiempo, 
evitando problemas que se pre-
sentaban con anterioridad, por 
ejemplo, mediante la regulación 
siempre en pesos con tasas de in-
terés negativas que, en definitiva, 
terminaban provocando la degra-
dación del crédito. También, en 
cuanto al cobro; es decir, se trató 
de trabajar en esos tres niveles, de-
terminación del honorario, preser-
vación en el tiempo y facilitación 
del cobro. 

 
- ¿Qué impacto concreto tienen 

estos cambios al momento de de-
terminar y cobrar sus honorarios?  

- Los cambios fueron muy signi-
ficativos, son del orden de 40% de 
los artículos del Código que reci-
bieron algún tipo de modificación, 
pero la más significativa de todas 
es la incorporación del artículo 34, 
que prevé el tratamiento de los ho-
norarios como obligación de valor, 

y la existencia de una fórmula al-
ternativa que permite al abogado 
pedir que se calculen sus honora-
rios tomando un valor calculado 
en función de la evolución del jus 
con una tasa de interés pura, o 
bien con un valor en moneda de 
curso legal, en pesos, pero al que se 
le puede aplicar una tasa activa. 
No la tasa pasiva, que es la que ha-
bitualmente aplicaba en los tribu-
nales, sino una tasa activa, que es 
la que compensa adecuadamente 
la privación de uso del dinero por 
parte del profesional, a quien no se 
le ha pagado. A su vez, se retoca la 
cuestión de los intereses, previen-
do un régimen más racional en 
cuanto a incentivos, donde los in-
tereses moratorios son más altos 
que los intereses meramente com-
pensatorios, para, de alguna ma-
nera, incentivar el cumplimiento 
oportuno. Eso sería lo más impor-
tante de todo. 

 
- ¿Qué errores frecuentes pue-

den llevar a que un abogado no 
perciba adecuadamente el crédi-
to que generó por su actuación 
profesional? 

- Los problemas que se detectan 
respecto a los abogados tienen que 
ver con diferentes cuestiones. Una 
de ellas es el manejo insuficiente 
de algunas herramientas para soli-
citar la regulación. Muchos aboga-
dos realizan la tarea, y luego, al 
momento de pedir la regulación, 
se lo solicitan al tribunal, pero sin 
tener un conocimiento acabado de 
cómo proponer parámetros, y eso 
les dificulta controlar si la regula-
ción es correcta o inclusive instar 
incidentes regulatorios en los cua-
les el abogado tiene que hacer su 
propuesta de honorarios. En ese 
sentido, el conocimiento más aca-
bado de la ley constituye una he-
rramienta para poder ejercer me-
jor ese derecho.  

Por otro lado, hay también he-
rramientas procesales en la ley, 
que el abogado que las conoce las 
puede utilizar para maximizar la 
posibilidad de cobro, no sólo res-
pecto a la vía para cobrar los hono-
rarios, sino otras como la posibili-
dad de intervenir en los procesos 
como terceros, recurrir resolucio-
nes que impliquen imposiciones 
de costas, etcétera, trabar cautela-
res que también coadyuvan en re-
lación al al cobro. 

Además, otras cuestiones de ín-
dole más general que tienen que 
ver con la falta de garantías, pero 
que ya no tienen que ver estricta-
mente con la aplicación de la ley y 

que a veces dificultan el cobro de 
los honorarios. 

 
- ¿Qué herramientas procesales 

tiene actualmente el abogado en 
Córdoba para proteger y cobrar 
sus honorarios, y en qué casos re-
sulta clave actuar de manera pre-
ventiva? 

- El código tiene, en primer lu-
gar, una vía expedita para el cobro, 
que es la ejecución de honorarios, 
que además le da una opción al 
abogado sobre la vía que puede 
ejercer. El nuevo código también 
aclara cuál es la vía en relación a 
los pactos de cuota litis, que el có-
digo anterior no decía nada sobre 
el punto, con lo cual se establece 
primero una vía expedita para ob-
tener una regulación, con fuertes 
incentivos para la la rápida resolu-
ción, y luego una vía expedita para 
el cobro. Pero eso le agrega otras 
herramientas que tienen que ver 
con medidas de protección, por 
ejemplo, vistas del artículo 17 o 
exigencia de consentimiento en 
materia de juicios sucesorios, par-
ticipación como terceros, posibili-
dad de traba y cautelares, medidas 
anticipadas, posibilidad de recu-
rrir, imposición de costas de ma-
nera autónoma, etcétera. Es decir, 
el Código Arancelario contiene un 

conjunto de herramientas que sis-
temáticamente tutelan el crédito 
profesional y permiten su eficaz 
percepción. 

 
- ¿Qué criterios está empezan-

do a marcar la jurisprudencia so-
bre las nuevas exigencias del Có-
digo Arancelario?  

- La jurisprudencia que se viene 
desarrollando con relación al Có-
digo ya está empezando a inter-
pretar algunas exigencias. Por 
ejemplo, el nuevo código ha esta-
blecido determinadas exigencias 
para apelar en materia de honora-
rios o, al momento de contestar la 
demanda, y eso también está ge-
nerando alguna cuestión. Están las 
cuestiones de la aplicación de la 
ley en el tiempo, es decir, qué nor-
mas son de aplicación inmediata y 
cuáles no, y eso también genera al-
gún tipo de situación allí con los 
profesionales. 

n Curso: Honorarios: regulación y protección del crédito profesional 

n Fechas: 13, 20, y 27 de octubre. 

n Horario: 18 a 20. 

n Modalidad: clases en vivo por Zoom (con grabación disponible). 

n Arancel: $89.000 

n Certificado: se entrega certificado de participación. 

n Docentes: Maximiliano Calderón. Doctor en Derecho. Socio y director en 
Estudio Márquez y Calderón. Federico Arce. Doctor en Derecho.  
Especialista en derecho procesal.  

n Destinatarios: abogados, magistrados, funcionarios y empleados  
del Poder Judicial. 

n Descuentos especiales están disponibles para suscriptores de Comercio y 
Justicia y Semanario Jurídico, matriculados en los colegios de abogados 
de la provincia, afiliados de la AGEPJ y miembros de la Asociación de  
Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial de Córdoba. 

n Más información e Inscripción:  
https://comercioyjusticia.info/producto/honorarios-regulacion-y-pro-
teccion-del-credito-profesional/

Agenda

La reforma del Código Arancelario de Córdoba incorporó nuevas reglas para  
determinar, preservar y cobrar los honorarios profesionales.  
Maximiliano Calderón, especialista en el tema, destaca que “el conocimiento 
más acabado de la ley constituye una herramienta para poder ejercer mejor ese 
derecho”. Analizó los cambios que impactan en la práctica profesional

MAXIMILIANO CALDERÓN.  
El especialista analizó el nuevo Código 
Arancelario y las herramientas disponibles 
para preservar y cobrar los honorarios. 

Honorarios: qué debe saber  
un abogado para no perder  
valor ni herramientas de cobro
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La Oficina del Derecho a la Identidad 
concretó más de 100 reconocimientos 
de paternidad en el primer semestre  

La Oficina del Derecho a la 
Identidad continúa desarrollando 
una tarea fundamental para ga-
rantizar el derecho a la identidad y 
a la doble filiación de niñas, niños 
y adolescentes. 

Desde febrero de 2025 forma 
parte de la estructura del Ministe-
rio Público de la Defensa y consti-
tuye una experiencia única en la 
Argentina. No existe otra oficina 
con sus características dentro de 
los Poderes Judiciales del país, de-
dicada exclusivamente a interve-
nir en la etapa prejurisdiccional de 
los procesos de filiación, todo ello 
en cumplimiento de lo normado 
en el artículo 583 del Código Civil y 
Comercial de la Nación. 

Durante el primer semestre de 
2026 concretó 102 reconocimien-
tos de paternidad. De ese total, 54 
casos incluyeron acuerdos de plan 
de parentalidad, en los que las 
partes pactaron el cuidado perso-
nal, la distribución de los tiempos 
de cuidado y la cuota alimentaria, 
los que posteriormente fueron re-
mitidos al Juez de Familia en Tur-
no a los fines de su homologación. 

Asimismo, se realizaron 12 reco-
nocimientos de paternidad en ca-
sos donde el progenitor se encon-
traba privado de la libertad, me-
diante audiencias virtuales, y se 
resolvieron 36 en los que los pro-
genitores convivían y sólo faltaba 
formalizar el reconocimiento pa-
terno legal. 

El área, a cargo de Matilde Vau-
dagna, también entrevistó perso-
nalmente a 258 madres, fijó 283 
audiencias y generó 998 expe-
dientes. 

La oficina interviene cuando un 
niño es inscripto únicamente con 
filiación materna. Su labor co-
mienza cuando el Registro Civil 
envía las partidas de nacimiento, 
copia del DNI de la progenitora y 
una declaración jurada de datos 
paternos; continúa con entrevis-
tas personales a las madres y, si 
ellas dan su conformidad, se fijan 
audiencias de conciliación con 
ambas partes en las que se concre-
tan los reconocimientos de la pa-
ternidad y en muchos casos, ade-
más, se acuerden otros temas. 

En la actualidad también se tra-
baja en los casos de filiación don-
de las partes (progenitoras o pre-
suntos progenitores que dudan 
del vínculo biológico) compare-
cen voluntariamente a solicitar la 
intervención judicial. 

Uno de los aspectos menos co-
nocidos del servicio es que, cuan-
do hay duda sobre el vínculo bio-
lógico paterno-filial, las partes 
pueden acceder a un estudio de 
ADN sin costo, siempre y cuando 
acrediten carecer de recursos eco-
nómicos suficientes, todo ello en 
el marco de lo normado en la Ley 
de Asistencia Jurídica Gratuita. 

Cuando el resultado confirma el 
vínculo biológico, el reconoci-
miento puede concretarse en la 
misma instancia administrativa, 
sin necesidad de iniciar un proce-
so judicial. Si no existe acuerdo o 
el presunto progenitor se niega a 
participar del procedimiento, la 
oficina expide la certificación que 
habilita a la persona interesada a 
promover la correspondiente ac-
ción de filiación. 

Aplican tasa de interés moratorio 
para que el seguro salde la  
cobertura por robo de un auto 
Deberá pagar sobre los $76.177 pactados los intereses desde mayo de 2019 hasta  
el efectivo pago, en un caso en el que se ponderaron el incumplimiento contractual,  
la protección del consumidor y la necesidad de impedir que la mora beneficie al deudor 

i
a Cámara 5ª en lo Civil y Co-
mercial de la ciudad de Cór-
doba admitió el recurso de un 

asegurado contra Allianz Argenti-
na Compañía de Seguros SA y dis-
puso que sobre la suma asegurada 
de $76.177 se aplique la tasa de in-
terés moratorio (TIM) publicada 
por el Banco Central de la Repúbli-
ca Argentina (BCRA), desde la mo-
ra del 22 de mayo de 2019 hasta el 
efectivo pago. El fallo consideró 
que ese mecanismo permite com-
pensar indirectamente la desvalo-
rización del dinero sin vulnerar la 
prohibición legal de indexar y evita 
que el incumplimiento resulte 
económicamente beneficioso pa-
ra la aseguradora.  

La decisión fue adoptada por los 
vocales Leonardo González Za-
mar, Julio L. Fontaine (h) y Joaquín 
Ferrer, al resolver el reenvío dis-
puesto por el Tribunal Superior de 
Justicia (TSJ) de Córdoba en la 
causa iniciada por P. A. D. a raíz 
del hurto de su automóvil. El Máxi-
mo Tribunal había anulado par-
cialmente una sentencia anterior 
únicamente en cuanto había orde-
nado actualizar directamente la 
suma asegurada conforme índices 
inflacionarios y adicionar un inte-
rés de ocho por ciento anual.  

Quedaron firmes, en cambio, el 
rechazo de la excepción de pres-
cripción, la responsabilidad de 
Allianz por incumplimiento con-
tractual y las indemnizaciones re-
conocidas. También quedó esta-
blecido que los $76.177 pactados 
en la póliza constituían una obli-
gación dineraria y el límite máxi-
mo de la prestación por robo o 
hurto total, así como que la mora 
comenzó el 22 de mayo de 2019.  

Al abordar los intereses, Gonzá-
lez Zamar, autor del primer voto, 
señaló que frente a la constante 
alteración de la situación econó-
mica el TSJ ha admitido mecanis-
mos indirectos destinados a co-
rregir los desequilibrios provoca-
dos por la inflación sin contrariar 
los artículos 7 y 10 de la Ley 23928 
y los artículos 765 y 766 del Códi-
go Civil y Comercial. Entre esas 
herramientas mencionó la utili-
zación de una tasa moratoria 
agravada.  

El camarista ponderó especial-
mente que la aseguradora debía 
responder frente al siniestro y no 
lo hizo. Calificó su falta de res-
puesta al pedido de cobertura co-
mo injustificada e infundada y 
sostuvo que no podía legitimarse 
una conducta asentada en el in-
cumplimiento contractual y sus-
ceptible de configurar un ejerci-
cio abusivo del derecho, contrario 
a la buena fe.  

 
Fuente 
El tribunal remarcó que la mora 
de un deudor no debe transfor-
marse en una fuente de financia-
miento más económica que la dis-
ponible normalmente en el mer-
cado. La respuesta judicial, sostu-
vo, debe ser suficientemente di-
suasiva para impedir que el deu-
dor obtenga un enriquecimiento 
indirecto por su incumplimiento 
mientras el acreedor soporta el 
correlativo empobrecimiento. 
También valoró el marco consu-
meril del contrato y la situación de 
vulnerabilidad del asegurado 
frente a la compañía.  

Con esos fundamentos, se consi-
deró adecuada la TIM establecida 

por el BCRA mediante la resolu-
ción 1/26, en los términos del artí-
culo 768 inciso c) del Código Civil 
y Comercial. Destacó que su cál-
culo combina variables activas y 
pasivas del sistema financiero y 
contempla límites relacionados 
con la evolución del CER, buscan-
do reflejar equilibradamente el 
costo real del dinero en contextos 
inflacionarios.  

Como comprobación concreta 
de su razonabilidad, el fallo calcu-
ló que la aplicación de la TIM so-
bre $76.177 desde el 22 de mayo de 
2019  hasta el 22 de mayo de 2026 
sumaba $4.135.111,75. Contrastó 
esa cifra con una inflación acumu-
lada del 5.075,22% desde 2019 y 
con la evolución del dólar esta-
dounidense, cuya cotización de 
venta pasó de $45,90 a $1.430, un 
incremento del 3.115,46%.  

La cámara concluyó que la TIM 
no provoca un enriquecimiento 
indebido del acreedor ni una li-
cuación favorable al deudor, sino 
que constituye un mecanismo ra-
zonable para preservar el valor 
económico del crédito. Además, 
rechazó que su aplicación impli-
cara retroactividad, porque la re-
solución 1/26 hizo operativa la 
previsión del artículo 768 inciso 
c), vigente desde 2015. En definiti-
va, admitió parcialmente la de-
manda y condenó a Allianz a pa-
gar la suma asegurada con esos 
intereses, además de los restantes 
rubros indemnizatorios que ya 
habían quedado firmes. 

Autos: “D., P. A. c/ Allianz Argentina Com-
pañia de Seguros SA - Abreviado - Cumpli-
miento/Resolución de Contrato - TRÁM. 
ORAL” - EXPTE. Nº 10515088

DECISIÓN. El fallo ponderó el incumplimiento de la aseguradora y la situación de vulnerabilidad del consumidor al determinar 
los intereses aplicables a la deuda. 
 

GENTILEZA

PERFIL
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L
a Cámara 1ª Civil y Comercial 
de la ciudad de Córdoba ad-
mitió el recurso del actor y re-

vocó parcialmente la sentencia de 
primera instancia al establecer 
que, cuando un pagaré es librado 
“a la vista”, los intereses morato-
rios deben computarse desde su 
presentación al cobro, momento 
en que vence el documento si el 
deudor no lo paga. El tribunal es-
tuvo integrado por Julio Ceferino 
Sánchez Torres, Andrés Federico 
Varizat y Guillermo Pedro Bernar-
do Tinti. 

La alzada analizó una ejecución 
promovida por F. P. S. O. contra R. 
B. H. por el saldo de un pagaré sin 
protesto, emitido originalmente 
por $192.000 en concepto de mer-
caderías y cuyo saldo reclamado 
ascendía a $160.000. El documento 
había sido librado “a la vista” y la 
actora sostuvo haberlo presentado 
al cobro el 5 de octubre de 2024, 
circunstancia que no fue contro-
vertida por la demandada. 

El fallo recordó que el tribunal de 
grado había ordenado llevar ade-
lante la ejecución por $160.000, pe-
ro determinó que los intereses mo-
ratorios comenzaran a correr el 5 
de julio de 2025, momento en el 
cual debía terminar de cumplirse la 
obligación que había dado origen 
al pagaré. Frente a ello, el ejecutan-
te cuestionó tanto la existencia de 
supuestos intereses compensato-
rios incorporados al capital como 
la fecha fijada para la mora. 

La decisión, con primer voto de 
Sánchez Torres, señaló que el con-
trato de compraventa que originó 
la operación contemplaba 12 cuo-
tas mensuales de $16.000 y que la 
demandada había abonado sola-
mente las dos primeras. El actor 

alegó que no existían intereses de 
financiación, que la tasa efectiva 
anual pactada era de cero por cien-
to y que, ante el incumplimiento, 
reclamó exclusivamente el saldo 
pendiente de $160.000. 

El pronunciamiento consideró 
determinante la naturaleza cam-
biaria del documento ejecutado. 

Explicó que el pagaré reunía los re-
quisitos externos e internos exigi-
dos por el decreto ley 5965/63: lu-
gar y fecha de creación, obligación 
de pagar una suma determinada 
de dinero, identificación del bene-
ficiario y firma del librador. Desta-
có además que el rigor cambiario 
se sustenta en la abstracción, lite-

ralidad y completitud del título, 
que permiten que el documento se 
baste a sí mismo. 

 
Reglas 
La alzada precisó que, desde la po-
sición del acreedor, esas reglas exi-
gen reclamar el pago en los térmi-
nos que surgen del propio título, 

mientras que, desde el lado del 
obligado, quien suscribió el docu-
mento queda vinculado por su 
contenido. En ese marco, observó 
que el pagaré había sido librado “a 
la vista”, por lo que su vencimiento 
se produjo cuando fue presentado 
al deudor para su pago. 

El decisorio destacó que la pre-
sentación fue denunciada por el ac-
tor el 5 de octubre de 2024 y no re-
sultó contradicha. Asimismo, del 
texto literal del pagaré no surgía la 
incorporación de tasa de interés al-
guna ni que el capital consignado 
fuera superior al efectivamente 
adeudado. Por ello, descartó que 
correspondiera trasladar el inicio de 
la mora hasta la fecha prevista para 
la finalización del plan de cuotas. 

La sentencia sostuvo que el paga-
ré constituye una promesa incondi-
cionada de pagar una suma deter-
minada y que la mora se produce 
respecto de ese importe, o de su sal-
do pendiente, desde el vencimiento 
del documento. En consecuencia, 
conforme a los arts. 36 y 52 inc. 2 del 
decreto ley 5965/63, los intereses 
moratorios debían calcularse desde 
la presentación al cobro. 

El fallo declaró abstracto el agra-
vio referido a la aplicación del 
principio protectorio del consumi-
dor y ordenó continuar la ejecu-
ción por $160.000 más intereses 
moratorios desde el el 5 de octubre 
de 2024, conforme la tasa estable-
cida en primera instancia, que no 
había sido cuestionada. Las costas 
de la apelación fueron impuestas a 
la demandada vencida. 

El Juzgado de Familia N° 2 de 
Neuquén, a cargo de la jueza Na-
talia Elizabet Machado, otorgó la 
adopción plena de una mujer 
mayor de edad a quien ejerció el 
rol paterno desde su infancia, 
mantuvo sus dos vínculos filiales 
de origen y declaró inconstitu-
cional para el caso el límite legal 
que impide tener más de dos vín-
culos filiales. La decisión se fun-
dó en la posesión de estado de 
hija acreditada durante la mino-
ridad, la identidad socio afectiva 
consolidada, la autonomía per-
sonal de la adoptada y la necesi-
dad de reconocer jurídicamente 

la realidad familiar sin obligarla 
a suprimir una parte de su histo-
ria filiatoria.  

El pronunciamiento hizo lugar 
a la demanda promovida por B. 
respecto de A., quien prestó con-
sentimiento expreso. El actor ha-
bía mantenido una relación con 
la madre de la joven entre 2007 y 
2018 y comenzó a convivir con el 
grupo familiar cuando A. tenía 
aproximadamente cinco años. 
Desde entonces asumió pública, 
continua y establemente funcio-
nes paternas, vinculadas con su 
cuidado, educación, salud, vi-
vienda y acompañamiento coti-

diano, relación que permaneció 
después de finalizar la conviven-
cia con la progenitora.  

La sentencia precisó que no se 
configuraba técnicamente una 
adopción de integración, porque 
al promoverse la demanda ya ha-
bía cesado la convivencia entre el 
adoptante y la madre. Encuadró 
entonces el caso en el artículo 
597 inciso b) del Código Civil y 
Comercial, que excepcionalmen-
te permite adoptar a una persona 
mayor de edad cuando “hubo 
posesión de estado de hijo mien-
tras era menor de edad, fehacien-
temente comprobada”. Para la 
magistrada, esa exigencia estaba 
ampliamente satisfecha.  

El informe interdisciplinario 
acreditó que el vínculo se había 
construido desde la infancia, con 
presencia del actor en activida-
des escolares y recreativas, y que 
la separación de la pareja no 
afectó la relación paterno-filial. A 
incluso relató que, cuando tenía 
cinco años, preguntó al actor si 
podía llamarlo “papá”. Además, 
se comprobó su incorporación a 
la familia extensa del adoptante y 
que en 2020 pasó a residir con él y 
con quien reconoce como su 
abuela paterna afín.  

Punto central 
El punto central surgió porque A. 
ya tenía determinados sus víncu-
los filiales con su madre C. y su 
padre D. y pidió conservarlos, su-
mando el correspondiente al 
adoptante. Ello colisionaba con el 
último párrafo del artículo 558 del 
Código Civil y Comercial, según el 
cual ninguna persona puede te-
ner más de dos vínculos filiales.  

La decisión consideró que apli-
car literalmente esa regla obliga-
ría a extinguir uno de los vínculos 
de origen pese a que ninguno es-
taba cuestionado. “Sacrificar una 
porción de su historia filiatoria 
para obtener el reconocimiento 
jurídico de otra, igualmente real y 
consolidada” constituía, según el 
fallo, una alternativa que el orde-
namiento no podía imponer ra-
zonablemente. Añadió que la 
protección constitucional y con-
vencional de la familia no se limi-
ta al modelo nuclear biparental y 
destacó la relevancia jurídica de 
la socioafectividad.  

En ese marco, sostuvo que la 
pluralidad de vínculos afectivos 
simultáneos no constituye una 
anomalía que deba solucionarse 
excluyendo alguno de ellos, sino 
una realidad familiar susceptible 

de reconocimiento cuando no 
perjudica a terceros ni compro-
mete el orden público. También 
ponderó especialmente que A es 
mayor de edad, plenamente ca-
paz y expresó libre e informada-
mente su voluntad de conservar 
sus filiaciones de origen y sumar 
la adoptiva.  

Por ello, declaró la inconstitu-
cionalidad del último párrafo del 
artículo 558 exclusivamente para 
este caso, al entender que no exis-
tía una interpretación que permi-
tiera compatibilizar su aplicación 
literal con los derechos a la iden-
tidad, autonomía personal, igual-
dad y diversidad familiar sin sa-
crificar innecesariamente alguno 
de los vínculos.  

Finalmente, la magistrada optó 
por la adopción plena porque re-
flejaba mejor la incorporación es-
table de A. a toda la familia del 
adoptante y no solamente la rela-
ción bilateral entre ambos. Dis-
puso que subsistieran simultáne-
amente los vínculos filiales con C. 
y D. y autorizó a A. a conservar 
sus dos apellidos de origen y agre-
gar el de B., al considerar que eli-
minar cualquiera de ellos altera-
ría innecesariamente su identi-
dad personal, familiar y social. 

Adulta adoptada podrá conservar sus dos vínculos filiales de origen y sumar un tercero

La ejecución continuará por $160.000 porque la fecha en que el documento fue 
presentado al deudor no había sido controvertida y el título contenía una suma  
determinada, sin una tasa de interés adicional

Pagaré “a la vista” vence cuando  
el tenedor reclama su pago y genera  
moratorios desde su presentación al cobro

ARCHIVO

VENCIMIENTO. La presentación al cobro determina el comienzo de la mora cuando el pagaré fue emitido “a la vista”.

Autos: “S. O., F. P. c/ H., R. B. - Ejecutivo 
por Cobro de Letras o Pagarés” - EXPTE. 
N° 13804539
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R
esulta poco habitual que el fabricante 
de un producto pida limitar la veloci-
dad con la que puede mejorarlo. Eso 

hizo Dario Amodei, director Ejecutivo de 
Anthropic, en su ensayo “Debemos marcar 
la frontera”. Inmediatamente, Altman, de 
OpenAI, respondió en X que estaba de 
acuerdo y celebró la idea de evaluadores 
independientes e incluso Musk, que había 
tildado de malvada a la compañía, también 
le dio la razón. Vemos a los líderes de la ca-
rrera tecnológica reclamar un freno a su 
propia actividad. ¿Cómo debemos leer es-
ta advertencia? 

El planteo se funda en la aptitud creciente 
de la inteligencia artificial (IA) para intervenir 
en el diseño de sus propias versiones futuras 
y en el incidente del pasado julio de OpenAI 
en el que sus agentes atacaron objetivos 
que nadie les había asignado. La propuesta 
preventiva es escalonada, pues comienza 
con evaluadores externos instalados dentro 
de los laboratorios, sigue con estándares co-
munes y límites acordados al crecimiento de 
capacidades, y aspira finalmente a una coor-
dinación entre gobiernos -que incluya a Chi-
na, obviamente-. 

Hay quienes leen el ensayo como una ma-
niobra para concentrar poder y cerrar el có-
digo abierto, pero a decir verdad, desde el 
análisis jurídico creo que hoy importa me-
nos el móvil que la admisión. Los propios in-
siders han reconocido que las capacidades 
de la IA avanzan más rápido que los medios 
para controlarla. Si bajo el artículo 1725 del 
Código Civil y Comercial, a mayor deber de 
obrar con prudencia y conocimiento de las 
cosas, mayor diligencia exigible y valoración 
de la previsibilidad de las consecuencias, 
desde la advertencia ningún desarrollador 
podrá sostener que la pérdida de control era 
una hipótesis remota. La propia industria la 
declaró previsible. 

El baldazo de realidad llega con nuestro ca-
lendario regulatorio desordenado. Como he-
mos analizado en otras piezas, la región ve-
nía trabajando con la premisa de que habría 
tiempo para reformas graduales inspiradas 
en el AI Act europeo (Reglamento UE 
2024/1689). Bruselas aprobó en julio el Óm-
nibus Digital, que posterga a diciembre de 
2027 las obligaciones de los sistemas de alto 
riesgo. En nuestro Congreso conviven pro-
yectos basados en niveles de riesgo, con la 
iniciativa del Poder Ejecutivo que habilita so-
ciedades automatizadas. Noticia: ese tiempo 

que creíamos disponible se agotó. Quizás 
sea un signo de época que el derecho deba 
aprender a reaccionar antes que el riesgo, 
pues en este terreno el daño puede llegar de-
masiado tarde para corregirlo. 

Retomando conceptos básicos, el núcleo 
del problema es la opacidad en los modelos 
de gran escala, que producen resultados cu-
yo recorrido interno sus creadores no alcan-
zan a reconstruir. En otra columna describi-
mos a la IA como un mal estudiante, que 
puede acertar en el resultado sin poder mos-
trar el desarrollo. Ese alumno tiene que 
aprender a explicar su razonamiento; nadie 
aceptaría como copiloto a quien no sabe in-
dicar la ruta ni el destino. 

Es cierto, también, que el derecho compa-
rado había comenzado a exigirlo. El AI Act im-
pone deberes de transparencia (artículo 13) y 
un diseño que permita la supervisión huma-
na efectiva, incluida la interrupción del siste-
ma (artículo 14). El Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea reconoció en “Dun & Bradstre-
et Austria" (C-203/22, 2025) el derecho del 
afectado a una explicación inteligible del pro-
cedimiento automatizado aplicado. Incluso 
si leemos nuestra ley 25326, se anticipó el 
punto en el artículo 20, al vedar que las deci-
siones judiciales y los actos administrativos 
que valoren conductas humanas tengan co-
mo único fundamento un tratamiento infor-
matizado que defina el perfil del interesado. 

La advertencia impone una cuota de humil-
dad que linda con la impotencia, porque una 
parte sustancial del fenómeno escapa a 
nuestra comprensión, incluida la de quienes 
lo estudiamos y trabajamos con él. Hans Jo-
nas sostenía que ante tecnologías que supe-
ran nuestra capacidad predictiva, debe pre-
valecer el pronóstico desfavorable. El artículo 
4 de la ley 25675 recoge esa idea al impedir 
que la falta de certeza científica justifique 
postergar medidas frente a un daño grave o 
irreversible. Los artículos 1710 a 1713 del Có-
digo Civil y Comercial permiten proyectar ese 
principio precautorio más allá del ambiente a 
través del deber general de prevención. 

Conviene aclarar la forma en que estos 
sistemas pueden amenazar la vida, porque 
las advertencias suelen leerse como exage-
raciones. Un agente capaz de escapar de su 
entorno y atacar infraestructura ajena puede 
comprometer los sistemas de un hospital o 
de una red eléctrica. Los modelos, además, 
reducen la distancia técnica entre un actor 
malicioso y un arma biológica, y Anthropic 
frustró intentos en ese sentido y retuvo su 
modelo Mythos tras comprobar que podía 
abandonar el entorno de pruebas. El riesgo 
más difuso es la pérdida de control en senti-
do estricto, con sistemas que persiguen ob-
jetivos no previstos o resisten instrucciones 
de apagado. 

Nuestro régimen de responsabilidad tiene 
respuestas. La explotación de sistemas autó-
nomos encuadra en la actividad riesgosa del 
artículo 1757 del Código Civil y Comercial, 
con responsabilidad objetiva de quien se sir-
ve u obtiene provecho de ella, y en el consu-
mo rige la solidaridad del artículo 40 de la ley 
24240. El plano penal es más oscuro, porque 
la ley 26388 tipificó el acceso ilegítimo pen-
sando en un autor humano y la ley 27401 no 
incluye esos delitos entre los que comprome-
ten a la persona jurídica. 

Hagamos algunos puntos. Compartimos la 
convicción sobre el rol preponderante del 
compliance. Toda empresa que use IA necesi-
ta una política que identifique las herramien-
tas en uso, fije los usos permitidos, impida 
volcar información confidencial en servicios 
no evaluados y exija validación humana de 
los resultados relevantes. El diseño de los pro-
gramas de integridad de la ley 27401 nos sir-
ve de molde, y la norma ISO/IEC 42001, la dis-
posición 2/2023 de la Subsecretaría de Tec-
nologías de la Información y la resolución 
161/2023 de la AAIP aportan contenido. Adi-
cionalmente, para quienes diseñan estos sis-
temas o los llevan embebidos en sus produc-
tos, las auditorías de terceros son ineludibles. 
En la UE, el artículo 55 del AI Act ya obliga a los 
proveedores de modelos con riesgo sistémi-
co a evaluarlos y notificar incidentes graves. 

Paso seguido, atenuamos: compliance es 
necesario pero no suficiente. Como politólo-
go, traigo en estos escenarios a Theda Skoc-
pol, quien reclamó en 1985, en Bringing the 
state back in, que se volviera a mirar al Esta-
do como actor con capacidad propia. The 
state matters, y cuando la urgencia apremia, 
la regulación estatal importa, como lo ense-
ñó la crisis financiera de 2008. La autorregu-
lación funciona mientras los incentivos pri-
vados coinciden con el interés general, y una 
carrera con salidas a bolsa récord en prepa-
ración tiende a separarlos. 

No estamos diciendo que el horizonte de 
regulación sea sencillo, y de hecho Washing-
ton no ofrece hoy el mejor ejemplo. La admi-
nistración Trump revocó en 2025 la orden 
ejecutiva de Biden sobre IA segura, orientó su 
plan de acción a remover barreras y cuestio-
nó las leyes estatales del sector, y reiteró que 
su preocupación es perder la competencia 
con China. Buscar alternativas es la parte 
más difícil. El Convenio Marco del Consejo de 
Europa sobre IA, abierto a la firma en 2024, es 
el primer tratado vinculante en la materia y 
admite la adhesión de Estados no europeos. 
Naciones Unidas creó en 2025 un panel cien-
tífico y un diálogo mundial sobre gobernanza 
de la IA. El régimen de salvaguardias del Or-
ganismo Internacional de Energía Atómica 
prueba que la verificación internacional de 
tecnologías de doble uso fue posible incluso 
en plena Guerra Fría. Argentina tiene el impe-
rativo de participar en esos foros, máxime si 
las reglas que allí se definan alcanzarán de 
todas formas a sus empresas por la vía de 
los contratos con proveedores extranjeros. 

Desde una dimensión propositiva, en el 
plano interno, una ley marco podría concen-
trar las exigencias en los sistemas de fronte-
ra y en los usos críticos, con notificación obli-
gatoria de incidentes y acreditación de audi-
tores independientes. Las futuras socieda-
des automatizadas deberían garantizar 
siempre una persona humana que responda 
por el sistema, y el artículo 20 de la ley 25326 
merece evolucionar hacia un derecho gene-
ral a la explicación. 

Para las empresas el mensaje es inmedia-
to. Deben contar hoy con abogado y con polí-
ticas de ciberseguridad y de uso de IA, con 
mayor rigor si la desarrollan o la tienen embe-
bida. Los contratos con proveedores tecnoló-
gicos tienen que asegurar auditoría y aviso 
de incidentes. Y último, pero crucial: los direc-
torios han de asumir que supervisar el riesgo 
que genera el uso de IA forma parte del es-
tándar del buen hombre de negocios del artí-
culo 59 de la ley 19550. 

El derecho no puede ofrecer certezas so-
bre una tecnología que sus propios creado-
res no terminan de entender. Sí conserva el 
poder de exigir que alguien sepa explicar la 
ruta antes de autorizar el despegue. 
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